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MEMORIA EXPLICATIVA RELATIVA AL ANTEPROYECTO DE LEY DE MODIFICACIÓN DE DIVERSAS LEYES PARA SU ADAPTACIÓN A LA DIRECTIVA 2006/123/CE, DE 12 DE DICIEMBRE, DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO, RELATIVA A LOS SERVICIOS EN EL MERCADO INTERIOR
A) Objeto de la Memoria.

La presente Memoria se realiza en cumplimiento de lo establecido en el artículo 12.2 de la ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general, a cuyo tenor una vez ultimado el procedimiento establecido, la disposición general se someterá a la aprobación del órgano competente (Consejo de Gobierno, ex artículo 13 de la ley), debiendo adjuntarse, entre otra documentación citada en ese precepto, las memorias mencionadas en su artículo 10.

Entre esas memorias se encuentra la prevista en el párrafo segundo de este artículo 10, que se refiere a la memoria sucinta del procedimiento, en la que se reseñarán los antecedentes, los trámites practicados y su resultado y las modificaciones realizadas en el texto del proyecto para adecuarlo a las observaciones y sugerencias de los diferentes informes evacuados, y de manera especial las contenidas en los de carácter preceptivo. Se justificarán con suficiente detalle las razones que motiven la no aceptación de las observaciones contenidas en tales informes, así como el ajuste al ordenamiento jurídico del texto que finalmente se adopte.
B) Objeto y contenido del Anteproyecto.
El presente Anteproyecto de Ley responde a la necesidad de que la Comunidad Autónoma del País Vasco adopte las medidas necesarias para la adaptación de sus normas con rango de Ley a la Directiva 2006/123/CE y a la legislación básica dictada por el Estado para su transposición, que también habrá de ser tenida en cuenta cuando afecte a sectores de actividad en los que la Comunidad Autónoma no tiene competencias exclusivas, y tiene su habilitación en los diversos títulos competenciales contemplados en el Estatuto de Autonomía para el País Vasco, aprobado por Ley Orgánica 3/1979, de 18 de diciembre, que en su día fundamentaron la aprobación de las leyes que ahora se modifican para su adaptación a la Directiva de Servicios.
En cuanto a su contenido, el Anteproyecto de Ley de modificación de diversas Leyes para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior, consta de una exposición de motivos, 113 artículos distribuidos en catorce capítulos, dos Disposición Transitorias, una Disposición Derogatoria y dos Disposiciones Finales.
En concreto, las leyes que van a ser objeto de adaptación son las siguientes:

1. Ley 4/1991, de 18 de junio, reguladora del juego en el País Vasco.

2. Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas.

3. Ley 7/2006, de 1 de diciembre, de Museos de Euskadi.
4. Ley 8/2004, de 12 de noviembre, de Industria de la Comunidad Autónoma de Euskadi.

5. Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la actividad comercial.
6. Ley 6/1994, de 16 de marzo, de ordenación del Turismo.

7. Ley 5/2004, de 7 de mayo, de Ordenación Vitivinícola.
8. Ley 3/1998, de 27 de febrero, General de Protección del Medio Ambiente del País Vasco.
9. Ley 18/1997, de 21 de noviembre, de ejercicio de profesiones tituladas y de colegios y consejos profesionales.

10. Ley 12/1994, de 17 de junio, de Fundaciones del País Vasco.

11. Ley 11/1994, de 17 de junio, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
12. Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales. 
13. Ley 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar.

14. Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo.
C) Contenido del expediente administrativo.
De conformidad con lo establecido en la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general, en la tramitación de este Anteproyecto de Ley se han realizado las siguientes actuaciones:

1. Decreto 4/2010, de 15 de febrero, del Lehendakari, por el que se ordena el inicio del procedimiento de elaboración del anteproyecto de Ley de modificación de diversas Leyes para su adaptación a la Directiva 2006/123/CE, de 12 de diciembre, del Parlamento Europeo y del Consejo, relativa a los servicios en el mercado interior.

2. Memoria de la Dirección de Estudios y Régimen Jurídico de la Lehendakaritza, de 22 de marzo de 2010, sobre el anteproyecto de Ley.

3. Anteproyecto de Ley, texto inicial  de 22 de marzo de 2010.
4. Informe provisional, de 30 de marzo de 2010, de impacto en función del género del anteproyecto de Ley.

5. Decreto 5/2010, de 14 de abril, del Lehendakari por el que se aprueba con carácter previo el anteproyecto de Ley.
6. Resolución de 27 de abril de 2010, del Director de Estudios y Régimen Jurídico, por la que se somete a información pública el anteproyecto de Ley, publicada en el BOPV nº 84, de 7 de mayo de 2010.

7. Alegaciones presentadas por diversos entes y organismos en los trámites de audiencia e información pública:
a) Durante el mes de mayo de 2010 el anteproyecto fue sometido a audiencia de las entidades y organismos señalados por los Departamentos del Gobierno competentes por razón de la materia.
b) Al objeto de tener la máxima publicidad, el anteproyecto se insertó en el portal de Internet www.euskadi.net en el apartado de Lehendakaritza, y, con la finalidad de que tuviera la mayor difusión, en el portal de Gobierno Abierto www.irekia.euskadi.net.

c) A su vez,  el anteproyecto se remitió en el mes de mayo de 2010 a las Direcciones de Servicios de todos los Departamentos del Gobierno para que dieran traslado del mismo a la Dirección o Direcciones departamentales que fueran competentes por razón de la materia, al objeto de que formularan las sugerencias que estimaran pertinentes.

d) Durante los meses de mayo y junio de 2010 se recibieron las siguientes alegaciones y sugerencias, que el día 28 de junio de 2010 fueron remitidos a los Departamentos del Gobierno competentes por razón de la materia:

1. Diputación Foral de Álava- Arabako Foru Aldundia

2. Diputación Foral de Vizcaya-Bizkaiko Foru Aldundia

3. Diputación Foral de Guipúzcoa-Gipuzkoako Foru Aldundia

4. Asociación de Hostelería de Euskadi

5. Colegio Oficial de Biólogos de Euskadi

6. Colegios Oficiales de Decoradores y Diseñadores de Interior de Gipuzkoa, Álava y Bizkaia 
7. Colegio Oficial de Diplomados en Enfermería de Gipuzkoa

8. Colegios Oficiales de Aparejadores de Gipuzkoa, Álava y Bizkaia

9. Colegios Oficiales de Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales de Gipuzkoa, Álava y Bizkaia

10. Confederación Nacional de instaladores y mantenedores

11. Consejo de Ingenieros Industriales del País Vasco
12. Consejo de Peritos e Ingenieros Técnicos Industriales del País Vasco
13. Coordinadora vasca de afectados por campos electromagnéticos (Ekeuko-Covace)
14. Eudel 

15. Ayuntamiento de Getxo
e) Los Departamentos afectados contestaron (periodo julio- septiembre de 2010)  a las alegaciones planteadas mediante la memoria pertinente, a los efectos previstos en el artículo 10.2 de la Ley 8/2003, de 22 de diciembre, del Procedimiento de Elaboración de las Disposiciones de Carácter General.
f) Asimismo, y de conformidad con lo previsto en el artículo 10.3 de la Ley 8/2003, los Departamentos afectados acompañaron en este periodo (julio- septiembre de 2010) una memoria económica que expresaba la estimación del coste a que daba lugar la modificación planteada.
8. Memoria de la Dirección de Estudios y Régimen Jurídico de la Lehendakaritza, de 4 de octubre de 2010, de contestación a las alegaciones recibidas al anteproyecto de Ley.

9. Anteproyecto de Ley, texto de 30 de septiembre de 2010, resultante tras las alegaciones presentadas.
10. Memoria económica de 5 de octubre de 2010, del Director de Servicios de Lehendakaritza, sobre el anteproyecto de Ley.

11. Informe jurídico de 6 de octubre de 2010, que emite la Dirección de Estudios y Régimen Jurídico de Lehendakaritza, relativo al anteproyecto de Ley.
12. Documentos de solicitud de los preceptivos informes a las siguientes entidades y organismos: Emakunde, Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas, Consejo Económico y Social y Dirección de la Oficina de Control Económico. (Periodo de 4 a 7 de octubre de 2010).

13. Informe elaborado por Emakunde con fecha 20 de octubre de 2010.

14. Informe de 27 de octubre de 2010, emitido por la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas.
15. Oficio de remisión al Departamento de Medio Ambiente, Planificación Territorial, Agricultura y Pesca, del informe emitido por la Dirección de Normalización Lingüística de las Administraciones Públicas.

16. Dictamen13/2010, del Consejo Económico y Social, de 24 de noviembre de 2010.

17. Informes preceptivos de los órganos consultivos sectoriales, remitidos por los departamentos competentes por razón de la materia, y que son los siguientes: 
· Consejo Vasco de Juego: Informe de 30 de junio de 2010

· Consejo Asesor de Museos de Euskadi: Informe de 5 de julio de 2010

· Consejo Vasco de Seguridad Industrial: Informe de 13 de octubre de 2010

· Consejo Consultivo de Turismo del País Vasco: Informe de 18 de junio de 2010

· Comisión Consultiva de Consumo de Euskadi: Informe de 20 de julio de 2010

· Consejo Asesor de Medio Ambiente: Informe de 25 de noviembre de 2010

· Consejo Asesor de Mediación Familiar: Informe de 28 de mayo de 2010

· Consejo Vasco de Servicios Sociales:  Informe de 23 de julio de 2010

· Diputación Foral de Álava- Arabako Foru Aldundia, Departamento de Medio Ambiente: Informe de 9 de noviembre de 2010 
· Diputación Foral de Vizcaya-Bizkaiko Foru Aldundia,  Departamento de Medio Ambiente: Informe de 9 de noviembre de 2010

· Diputación Foral de Guipúzcoa-Gipuzkoako Foru Aldundia, Departamento de Desarrollo Sostenible: Informe de 12 de noviembre de 2010

18. Informe de la Dirección de la Oficina de Control Económico, de 24 de noviembre de 2010.

19. Memorias explicativas y redacciones finales presentadas por los Departamentos tras los informes preceptivos. (Periodo de 1 a 3 de diciembre de 2010).
20. Anteproyecto de Ley, texto de 1 de diciembre de 2010, resultante tras los informes preceptivos 
21. Decreto 25/2010, de 1 de diciembre, del Lehendakari, por el que se remite a la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, para su dictamen, el Anteproyecto de Ley.

22. Oficio del Director de Estudios y Régimen Jurídico, de 2 de diciembre de 2010, por la que se procede a la remisión del expediente al dictamen de la COJUAE.

23. Dictamen 14/2011, de 1 de febrero, de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, correspondiente al anteproyecto de Ley.

Las actuaciones referenciadas han sido incorporadas al expediente que se remite al Consejo de Gobierno.
Además, cabe observar que en la tramitación del Anteproyecto se han ido incorporando sucesivas memorias explicativas (apartados 2, 8 y 19 de la anterior relación) en las que se contesta motivadamente las alegaciones efectuadas y las propuestas realizadas en fase de informe. Es por ello que el contenido de esta Memoria se refiere exclusivamente a las modificaciones realizadas en el texto del anteproyecto para adecuarlo a las observaciones y sugerencias del dictamen que sobre el mismo ha emitido la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi con fecha 1 de febrero de 2011.
D) Observaciones y sugerencias del dictamen de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi.
En este dictamen 14/2011, de 1 de febrero de 2011, se concluye que " La Comisión dictamina que, una vez consideradas las observaciones formuladas en el cuerpo del presente dictamen, puede elevarse al Consejo de Gobierno para su aprobación el anteproyecto de Ley de referencia.”
Las consideraciones finales realizadas en el citado dictamen son las siguientes:

1. En primer lugar, del examen del procedimiento de elaboración del anteproyecto se concluye su ajuste, con carácter general, a lo establecido en la Ley 8/2003 de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general.

2. No obstante, la conexión de la iniciativa con la Directiva de Servicios recomendaría completar la documentación final con una sucinta información sobre la fase previa, atendiendo a la importancia que la evaluación previa del sistema normativo afectado por la norma comunitaria tiene para llevar a cabo una transposición que logre los objetivos que se ha fijado la citada Directiva de Servicios. 
3. Asimismo, deberá completarse la información sobre la repercusión económica de algunas de las obligaciones que se establecen para los prestadores de determinados servicios (en concreto, de servicios sociales).

4. En cuanto al contenido del anteproyecto, la Comisión ha expuesto que las modificaciones proyectadas en las áreas de juego, museos, turismo, ordenación vitivinícola, ordenación farmacéutica, servicios sociales, suelo y urbanismo y actividad comercial, al margen de las consideraciones de técnica normativa y las sugerencias realizadas con el fin de contribuir a clarificar algunos de los mensajes normativos que comportan dichas modificaciones, no han suscitado cuestiones jurídicas relevantes.

5. La reforma proyectada en el área de industria reclamaría, con el fundamento expuesto en los párrafos 186 y ss del dictamen, reconsiderar el literal del número 3 del artículo 4 y ampliar la adaptación del régimen sancionador, de acuerdo con la STC 162/2008, de 15 de diciembre.

6. De la reforma proyectada en el área de medio ambiente, que se analiza en los párrafos 238 y ss del dictamen, se subraya la conveniencia de: (i) formular de manera clara e inequívoca el régimen de las actividades clasificadas, presidido por unos criterios generales que determinen la inclusión en uno u otro régimen de intervención (licencia o comunicación previa) y que demanda la adopción de una adecuada técnica para delimitar los supuestos subsumidos y subsumibles en cada uno de esos regímenes; (iii) sustituir la licencia de apertura del artículo 61.3 de la Ley 3/1998 por una comunicación; (iv) establecer un régimen general de comunicación previa que excluya a las actividades sujetas a evaluación de impacto ambiental y haga eficaz una posible intervención a posteriori, sin perjuicio de terceras personas afectadas; y (v) pronunciarse sobre la vigencia del Decreto 171/1985 que allí se cita.

7. La reforma proyectada en el área de las profesiones tituladas y los colegios profesionales,  conforme a lo expuesto en los párrafos 312 y ss del dictamen, requiere reflexionar sobre la ampliación de los preceptos legales inicialmente afectados por la modificación, y respetar en la redacción de los contenidos allí examinados las reglas que rigen la relación norma básica/norma autonómica en orden al uso de la técnica de la reproducción normativa acorde con el vigente sistema de fuentes.

8. La reforma proyectada en el área de las fundaciones ha suscitado las cuestiones que se explican en los párrafos 345 y ss del dictamen. En especial, la conveniencia de establecer el régimen de las modificaciones estatutarias de las fundaciones en términos claros y jurídicamente seguros, tomando en consideración que la citada reforma se trae al anteproyecto por su conexión con el objetivo de la simplificación administrativa.

9. La reforma del área de la mediación familiar, tal y como se expone en los párrafos 404 y ss del dictamen, reclama una más precisa fijación de los motivos que sustentan la solución acogida y, en su caso, de las razones que avalan el mantenimiento de la regulación legal, con el nuevo contenido, y su no inclusión en el sistema general de la  LSS.

10. La disposición adicional primera debe, conforme a lo señalado en el párrafo 478 del dictamen, redactarse precisando adecuadamente su sentido y alcance.

11. Respecto a las observaciones de técnica normativa, contenidas en los párrafos 462 y ss del dictamen, se destaca la necesidad de adecuarse a las Directrices que allí se citan, en cuanto a la estructuración y división de una norma modificativa múltiple como la presente; así como la inclusión en la parte dispositiva, y no en la final, de la modificación del apartado 5 del artículo 13 de la Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la actividad comercial.

E) Explicación adicional sobre los contenidos sectoriales
De acuerdo con la doctrina de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, cada trámite debe tener la intensidad y contenido adecuados al objeto y finalidad de la concreta normativa en cuyo proceso de elaboración se inserta. En este caso, integran la justificación de la iniciativa explicar el porqué de la selección de los contenidos sectoriales, a la luz de los postulados de la Directiva de Servicios (y, en su caso, de las decisiones adoptadas por el legislador estatal de carácter básico), ya que es la adaptación a la norma comunitaria la finalidad que alienta y da sentido al dictado de una sola ley que aglutine todas las reformas sectoriales propuestas.
Es por ello que la Comisión sugiere, epígrafe 96, que se valore la incorporación de los señalados extremos, en forma sucinta, en la memoria final (artículo 10.2 de la ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general), a fin de integrar la visión de conjunto que impone la Directiva de Servicios, cuando se trata de adoptar reformas normativas dirigidas a alcanzar sus objetivos, junto a la sectorial. En este sentido, el dictamen de la Comisión, epígrafe 486,  recomienda completar la documentación final con una sucinta información sobre la fase previa.
Es en esta memoria por tanto donde se incardina la información requerida. Debemos señalar con carácter previo, y a los efectos de su mejor comprensión, que el primer paso en la transposición al ordenamiento interno de la norma comunitaria se produce con la aprobación de la Ley estatal 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio. La Ley 25/2009, de 22 de diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, completa la transposición de la Directiva de Servicios a fin de lograr, ante todo, la necesaria adaptación de la regulación interna de las actividades de servicios por ella afectadas a esta Directiva comunitaria y a la Ley 17/2009.
1. Ley 4/1991, de 18 de junio, de Juego en el País Vasco.

La Directiva de Servicios excluye del ámbito necesitado de transposición las actividades de juego. Sin embargo, ha sido en este caso la extensión realizada de forma expresa por la Ley 25/2009 (disposición adicional primera, acogida al título del artículo 149.1.13ª) el motivo que puede venir a justificar la introducción de esta modificación legal en la CAPV, que cabe señalar más en concreto relacionada con la sustitución del régimen de autorización administrativa por el de declaración responsable para las combinaciones aleatorias con fines estrictamente publicitarios o promocionales. La razón de la inclusión en la iniciativa legislativa del resto de los contenidos señalados debe encontrarse en el objetivo de la simplificación administrativa de los trámites que deben desarrollar los prestadores de los servicios, respecto de los que se pretende flexibilizar el régimen de intervención administrativa en conexión con los objetivos de la Directiva de Servicios y con los criterios inspirativos que se señalan de forma más genérica en la Ley 17/2009.

2. Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas.

El régimen de intervención en relación con las actividades de espectáculos y actividades recreativas puede sustentarse en razones imperiosas de interés general variadas: salud pública, protección de las personas consumidoras, del medio ambiente, etc. Sin embargo, el anteproyecto sólo se refería a ellas desde la perspectiva ambiental y en relación con los establecimientos donde se llevan a cabo tales actividades.

El artículo 9 de la Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, sujeta a los locales e instalaciones destinados a su celebración a las licencias y autorizaciones administrativas que desglosa en los artículos siguientes, y que declara que son independientes de las que fueran exigibles conforme a otras normas generales o sectoriales distintas. El artículo 10 de la Ley 4/1995 se refiere a la licencia de establecimiento, y dispone que “la tramitación de todas las licencias municipales que fueran precisas se realizará en una única instancia, instruyéndose el expediente de conformidad con la normativa sobre actividades clasificadas cuando resulte procedente”.

La introducción en el anteproyecto para determinadas actividades del mecanismo de intervención municipal en forma de comunicación previa demanda que se produzca también la correspondiente adaptación de la Ley 4/1995. 
3. Ley 7/2006, de 1 de diciembre, de Museos de Euskadi.
El anteproyecto modifica esta ley a fin de suprimir la autorización que se establecía, aunque se mantiene el deber de comunicar con anticipación la voluntad de disolver un museo o colección sometida al ámbito de la ley, adaptándose en coherencia con dichos cambios el régimen sancionador.

La modificación se justifica plenamente por venir a suprimir una autorización que no guarda, con arreglo al espíritu de la Directiva y leyes traspositivas, proporcionalidad con las finalidades de interés público que puedan subyacer en materia de museos.
4. Ley 8/2004, de 12 de noviembre, de Industria de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
La materia “industria” incluye en su núcleo fundamental, entre otras, las actividades destinadas a la ordenación de sectores industriales, a la regulación de los procesos industriales o de fabricación y, más precisamente, en la submateria de seguridad industrial, las actividades relacionadas con la seguridad de las instalaciones y establecimientos industriales y los productos elaborados en las mismas. En igual sentido, conviene recordar que, en cuanto a la submateria “seguridad industrial”, a la CAPV le corresponde la potestad de complementar la normativa del Estado en materia de seguridad de los productos industriales y la ejecución de la normativa europea, estatal o autonómica.

Los objetivos que se pretenden con la reforma proyectada consisten en sustituir, con carácter general, el régimen de autorización previa para el ejercicio de la actividad industrial, hasta ahora el mecanismo general de intervención pública, por el de una comunicación o declaración responsable establecidas en una ley que recoja el cumplimiento de los requisitos legales y reglamentarios para el ejercicio de la actividad, la disposición de la documentación que así lo acredita y el compromiso de mantener su cumplimiento durante el tiempo de ejercicio de la actividad, pudiendo conllevar su incumplimiento la posibilidad de que, por resolución administrativa, se determine la obligación de la persona interesada de restituir la situación jurídica al momento previo al inicio de la actividad correspondiente y la imposibilidad de instar un nuevo procedimiento con el mismo objeto durante un período de un año. 
Asimismo, desaparece la obligación de la inscripción en el registro de establecimientos industriales, que deja, así, de ser un requisito constitutivo previo al inicio de la actividad cuya tramitación debía solicitar la persona interesada. La parte sancionadora se adapta a las modificaciones y se introducen en el régimen sancionador los supuestos de falsedad, inexactitud u omisión de datos preceptivos contenidos en una declaración responsable, así como la falta de presentación de la misma. 

La modificación amplía la definición legal de agente colaborador a las personas físicas, y añade una disposición adicional a fin de cohonestar el sistema de la declaración responsable con las exigencias derivadas de las normas que regulan la evaluación del impacto ambiental.
5. Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la actividad comercial.
La modificación de esta ley se incluye en el anteproyecto como consecuencia de algunas de las alegaciones recibidas durante los trámites de audiencia y participación de las administraciones. Concretamente, es el informe de EUDEL el que en sus consideraciones generales señala por primera vez en el expediente la posible afección del régimen legal autonómico sobre la actividad comercial y la necesidad de realizar adaptaciones en el mismo en el entendimiento de que la Ley 7/2008, de 25 de junio, de segunda modificación de la LAC, en la perspectiva de las obligaciones de transposición de la norma comunitaria, no culminó la transposición.

La reforma proyectada afecta al subsector de los “grandes establecimientos comerciales”, pero también, además de la competencia en “comercio interior”, la iniciativa encuentra amparo en la competencia exclusiva que en materia de urbanismo y ordenación del territorio atribuye a la CAPV el artículo 10.31 EAPV y cuya posible utilización y conexión con el referido subsector competencial fue puesto de relieve en la STC 227/1993 (FJ6). (FJ6) “…nada impide que el concepto de urbanismo, en cuanto objeto material de la competencia autonómica, se adentre en aspectos comerciales ─ el llamado ‘urbanismo comercial’─, pues es obvia la influencia de los grandes establecimientos comerciales en distintos aspectos de relevancia urbanística como son la utilización de los transportes públicos, el uso de las vías urbanas y de las comunicaciones en una zona muy superior a la del municipio en que se instalan, problemas e calificación del suelo, etc.” 
6. Ley 6/1994, de 16 de marzo, de ordenación del turismo.
Las modificaciones que de esta ley se incluyen en el anteproyecto son las siguientes:

· suprimir la autorización previa, régimen tradicional de intervención pública en la actividad propia de las empresas y establecimientos turísticos, por la figura de la declaración responsable.

·  establecer la inscripción en el Registro de Empresas Turísticas como una inscripción de oficio.

· suprimir el requisito de la residencia habitual en el establecimiento o sus aledaños para los agroturismos y las casas rurales.

· cambiar el régimen de las agencias de viajes, con expresa derogación de la exigencia del título-licencia, la fórmula de sociedad mercantil con un capital mínimo desembolsado y remitiendo al reglamento los tipos de agencias y el desarrollo de los requisitos.

· simplificar el concepto de empresa de restauración.

· adaptar la regulación de las profesiones turísticas al régimen de cualificaciones profesionales, y 
· adaptar el régimen sancionador a los cambios introducidos en la parte sustantiva.
7. Ley 5/2004, de 7 de mayo, de Ordenación Vitivinícola.
La modificación se justifica al suprimirse en su regulación aspectos que venían a contravenir de forma directa la Directiva, sirviendo la modificación para actualizar algún aspecto de la regulación del sector que había quedado obsoleta de forma sobrevenida por alteraciones que se habían producido en otra normativa, también europea.
La reforma proyectada, en primer lugar, modifica algunos apartados del artículo 30 LOV por resultar contrarios a lo establecido en el artículo 14, apartados 1 y 8, de la Directiva de Servicios. En segundo lugar, incorpora a la LOV la posibilidad de eliminar los subproductos de la vinificación mediante la retirada bajo control en la forma que reglamentariamente se establezca, así como la exención de la obligación de eliminar los subproductos para las personas físicas o jurídicas productoras que, en la campaña vitícola de que se trate, no produzcan más de 25 hectolitros de vino o mosto en sus instalaciones, con la consecuente adaptación del régimen de infracciones y sanciones que se derivan como consecuencia de su incumplimiento.
8. Ley 3/1998, de 27 de febrero, general de protección del medio ambiente del País Vasco.
La modificación de esta ley responde a la transposición de la Directiva de Servicios, a cuyos principios viene a adaptarse. Sus prescripciones concretan, esencialmente a nivel procedimental, una disminución de los mecanismos de intervención autorizatorios, limitados a los sectores en que esté presente una razón imperiosa de interés general, como es la protección del medio ambiente y el entorno urbano, en que concurran, además, otros condicionantes, no discriminación y proporcionalidad; y la simplificación administrativa.

El anteproyecto se adapta al nuevo marco perfilado por la Directiva de Servicios, en el que la técnica de intervención autorizatoria se ve restringida y, con ello, resulta afectado el régimen de las actividades exentas de la misma, lo que repercute necesariamente en las actuaciones de las administraciones implicadas, que ven afectada su actividad como consecuencia de la evolución legislativa y el nuevo contexto que resulta de ella. Esta modificación, en el caso de las actividades sometidas a comunicación previa, no altera la distribución de competencias entre Territorios Históricos y Ayuntamientos vigente al día de hoy, articulada en el Decreto 165/1999, de 9 de marzo, por el que se establece la relación de actividades exentas de la obtención de la licencia de actividad prevista en la Ley 3/1998, de 27 de febrero, General de Protección del Medio Ambiente del País Vasco, conforme al cual son los ayuntamientos los que imponen las medidas correctoras para las actividades exentas de licencia. 
El anteproyecto no altera el régimen competencial que establece la LTH ya que no priva a cada nivel de sus atribuciones y respectivos ámbitos de actuación, ni conlleva una invasión ilícita en éstos. Su objetivo y efecto son más modestos, en cuanto limitados a precisar el contenido funcional que, en su caso, se ejercitará con distinta frecuencia, intensidad y extensión en función del panorama que diseñan las nuevas regulaciones, pero sin una afección sustantiva a lo previsto en su artículo 7.c).6., en el que se positiva, además, el respeto a las competencias atribuidas por ley a los entes municipales.

En esta iniciativa se respetan las competencias que ostentan los ayuntamientos, que han de ejercerse “en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas”, según el artículo 25.2 de la LBRL, entre otras, en materia de ordenación, gestión, ejecución y disciplina urbanística, apartado d), y en materia de protección del medio ambiente, apartado f).
9. Ley 18/1997, de 21 de noviembre, de ejercicio de profesiones tituladas y de colegios y consejos profesionales.
La Ley estatal 25/2009 tiene un gran impacto en la regulación que atañe a los colegios profesionales, pues toca aspectos sustantivos de su configuración tradicional, no siempre o, si se prefiere, no en todos los casos directamente impuestos por la Directiva de Servicios. 

La reforma ha modificado los fines esenciales de los colegios profesionales; el régimen de colegiación; las funciones, afectando algunas de las que pueden ser consideradas tradicionales, tales como el régimen de los visados o la fijación de honorarios; ha eliminado la comunicación profesional y modificado el régimen de comunicaciones comerciales; ha instaurado la obligación de contar con una ventanilla única;  elaborar una memoria anual, cuyo contenido mínimo delimita la ley, en aplicación del principio de transparencia en la gestión; así como la obligación de atender las quejas y reclamaciones de los colegiados y de atención a los consumidores, facilitando su presentación por vía electrónica y a distancia. En igual sentido, vienen obligados a atender las peticiones de información que puedan cursarles las autoridades competentes de los Estados miembros.
La modificación prevista en el anteproyecto se dirige fundamentalmente a una serie de cuestiones que se consideran contrarias o incompatibles con la Directiva de Servicios y la normativa estatal. En este sentido, hay algunas cuestiones esenciales en la reforma legal, como son la protección de las personas consumidoras y el respeto del Derecho de la competencia, como principios esenciales en todo momento en la aplicación de la ley. De otro lado, se ven afectadas algunas cuestiones relacionadas con el propio funcionamiento del colegio, como son la colegiación obligatoria, la exigencia de visado por el colegio, y la fijación de baremos orientativos por los colegios profesionales, así como otras cuestiones más relacionadas con la inspiración general de la directiva relacionadas con la prestación de servicio al particular como por ejemplo la ventanilla única de información.
10. Ley 12/1994, de 17 de junio, de Fundaciones del País Vasco.
Entre los objetivos de la modificación de esta ley figura el de reducir la intervención de la Administración en la constitución y funcionamiento de las fundaciones, sector que ha sufrido importantes transformaciones desde su  aprobación ya que un gran número de fundaciones interactúan en ámbitos de la economía de gran relevancia, como el I+D+i, los servicios en general, así como la protección y tutela de menores e incapaces, etc.

Es cierto que la regulación sobre las fundaciones del País Vasco no se encuentra comprometida por la Directiva de Servicios, pero la perspectiva trasversal acogida por ésta, constituyéndose en referente también para ordenar la intervención de la Administración en los múltiples sectores en los que se despliega, permite considerar que hay una justificación suficiente para incluir la reforma de la normativa legal sobre las fundaciones en el anteproyecto. El objetivo de simplificar y agilizar el nivel de intervención pública de la Administración de la Comunidad Autónoma en las fundaciones del País Vasco, para dinamizar y potenciar su constitución y funcionamiento, conecta con la finalidad que alienta la norma comunitaria de proyectarse sobre el entero actuar de las administraciones en sectores eminentemente privados, favoreciendo su desarrollo.
11. Ley 11/1994, de 17 de junio, de Ordenación Farmacéutica de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 
Conforme a la Directiva de Servicios, la ordenación farmacéutica es un sector que queda excluido de su ámbito de aplicación y, en consecuencia, de la obligación de transposición.

Ahora bien, la exclusión no es absoluta y general ya que la Directiva no impide la posibilidad de imponer a los prestadores de servicios un régimen de autorización o el cumplimiento de requisitos inicialmente prohibidos por la norma comunitaria cuando concurran razones imperiosas de interés general, entre las que se encuentra "la salud pública" y "la seguridad y salud de los consumidores" [artículos 9.1.b) y 15.3.b), en relación con el artículo 4.8, de la Directiva de Servicios; artículos 5.b) y 11.2, en relación con el artículo 3.11, de la Ley 17/2009].

En este caso, la modificación se basa en una iniciativa de modificación infralegal de carácter estatal dictada al amparo del artículo 149.1.16ª CE, recogida en el Real Decreto 2259/1994, de 25 de noviembre, por el que se regulan los almacenes farmacéuticos y la distribución al por mayor de medicamentos de uso humano y productos farmacéuticos, por la que se suprime la necesidad de disponer de “personal suficiente”, lo que ha traído como consecuencia la necesidad de suprimir el párrafo que se indica; lo que parece acompañarse de justificación suficiente con arreglo a los criterios que plasma la Directiva.




12. Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales. 
Las modificaciones que de esta ley se incluyen en el anteproyecto son las siguientes:

· incluir como requisito de obligado cumplimiento en el procedimiento autorizatorio la suscripción de una póliza de seguros que cubra la responsabilidad civil por los daños que puedan ocasionarse a las personas destinatarias de los servicios sociales.

·  establecer el plazo de tres meses para resolver las solicitudes de autorización y el sentido negativo del silencio.

· establecer un régimen autorizatorio para cada establecimiento físico en el que se presten servicios sociales, y 
· contemplar el supuesto de los servicios sociales transfronterizos.
13. Ley 1/2008, de 8 de febrero, de Mediación Familiar.
Del examen las regulaciones autonómicas en esta materia se constata que la actividad de mediación se contempla desde una doble vertiente, pública, a través de servicios de mediación que prestan las administraciones públicas, y privada, ejercida por profesionales y sometida a intervención pública. Asimismo, las leyes autonómicas contemplan diversos requisitos para ejercer la actividad de mediación y, en general, contemplan la existencia de registros de mediadores. 
En el anteproyecto se ha optado por excluir de su ámbito de aplicación las actuaciones profesionales de mediación familiar desarrolladas por personas no inscritas en el Registro de Personas Mediadoras de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
La modificación se centra por tanto en los siguientes aspectos:

· Se crea el Registro de Personas Mediadoras.

· Para ejercer la mediación familiar será precisa la inscripción en el Registro de Personas Mediadoras.
· Para obtener dicha inscripción se exigirán, además de requisitos de titulación universitaria o título de grado, la necesidad de demostrar una preparación específica, suficiente y continua en mediación familiar.
14. Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo.
La materia objeto de regulación corresponde básicamente al ámbito de urbanismo, en el que a la CAPV le corresponde la competencia exclusiva. El urbanismo guarda estrecha relación con otras materias, entre las que se encuentran la de medio ambiente y planificación de la actividad económica. En este caso, la conexión con la materia medioambiental se manifiesta en toda su intensidad porque los aspectos de la Ley 2/2006 que el anteproyecto modifica se encuentran vinculados con las actividades clasificadas que regula la Ley 3/1998 y que, a su vez, reciben un nuevo tratamiento en el anteproyecto.

La reforma que se propone para el artículo 207.1.s) de la Ley 2/2006 resulta conforme con los principios que transmite la Directiva de Servicios en relación con la imposición a los prestadores de servicios de un régimen de autorización o el cumplimiento de requisitos inicialmente prohibidos por la norma comunitaria cuando concurran razones imperiosas de interés general; principios que traspone la Ley 17/2009. Entre esas razones se encuentran las que reproduce el apartado cuya modificación se proyecta: el orden público, la seguridad pública, la salud pública, la protección del medio ambiente y del entorno urbano.
Las modificaciones que el anteproyecto plantea para el artículo 213 de la Ley 2/2006 consisten en una adaptación al régimen resultante de la Ley 3/1998, general de protección del medio ambiente del País Vasco, a su vez modificada.
F) Repercusión económica 
El Dictamen 14/2011 de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi recoge en su epígrafe 486 la necesidad de completar la información sobre la repercusión económica de algunas de las obligaciones que se establecen para los prestadores de determinados servicios (en concreto, de servicios sociales).
Y ello en relación con su epígrafe 97, que indica que en cuanto a la memoria económica (artículo 10.3 de la ley 8/2003, de 22 de diciembre, del procedimiento de elaboración de las disposiciones de carácter general), debe completarse con la evaluación de la repercusión de la obligación de contar con un seguro de responsabilidad civil que se incorpora en el área de los servicios sociales, de acuerdo con lo señalado al respecto por la Oficina de control Económico.
A su vez, el informe de control económico-normativo emitido por la Oficina de Control Económico en relación con el anteproyecto de ley, indica respecto a la modificación de la Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales, que la memoria económica “no efectúa estimación de los prestadores de servicios que deban suscribir póliza, ni del impacto económico que pueda suponer para los usuarios”.

A este respecto, consta en el expediente la explicación dada por el Departamento de Empleo y Asuntos Sociales (Memoria de 11 de febrero de 2011, remitida el Director de Servicios Sociales), que considera que debe tenerse en cuenta lo indicado en el párrafo 99 de la parte expositiva de la Directiva de Servicios, que literalmente dice:

“El seguro o garantía debe adecuarse a la naturaleza y al alcance del riesgo. (…) Los Estados miembros no deben establecer normas más detalladas sobre la cobertura del seguro y fijar, por ejemplo, umbrales mínimos para las sumas aseguradas o límites aplicables a las exclusiones de la cobertura. Los prestadores y las empresas de seguros deben mantener la flexibilidad necesaria para negociar pólizas de seguros adaptadas a la naturaleza y al alcance del riesgo. (…)”.

Asimismo, desde dicho Departamento se indica que se carece de datos relativos al número de prestadores de servicios sociales que no cuentan con póliza de responsabilidad civil, concluyéndose que atendidas las circunstancias expuestas, no es posible completar la memoria económica en el sentido indicado en las observaciones de la Comisión Jurídica Asesora y de la Oficina de Control Económico.

G) Modificaciones realizadas en el texto del Anteproyecto para adecuarlo a las observaciones y sugerencias del dictamen de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi.
Atendiendo a las observaciones de técnica normativa realizadas en el dictamen de la Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, contenidas en los epígrafes 462 a 484, se han realizado las siguientes modificaciones al texto del Anteproyecto de fecha 1 de diciembre de 2010, que es el que fue sometido a dictamen:
a) Se ha modificado el título del anteproyecto, atendiendo a la consideración realizada en el epígrafe 464 del citado dictamen.

b) Atendiendo  a las observaciones recogidas en los epígrafes 465-473, se ha procedido a realizar una distribución interna del Anteproyecto de  Ley en capítulos (uno por cada Ley modificada) y artículos, numerados en ordinales. Asimismo, los títulos de los artículos modificativos, citan, en su redacción actual, además del número del artículo a modificar, su título correspondiente. Además, se han corregido las referencias realizadas de forma incorrecta a los apartados y se han sustituido por el término “párrafo” y se han numerado en cifras árabes. 
c) Se han incorporado al texto dos nuevas modificaciones de Leyes, las relativas a la Ley 4/1995, de 10 de noviembre, de espectáculos públicos y actividades recreativas, y a la Ley 7/1994, de 27 de mayo, de la actividad comercial, por lo que el número de Leyes que se modifican es de 14, y no de 12 como inicialmente se preveía.
d) Se han realizado las adaptaciones oportunas en el texto al objeto de conseguir uniformidad en el tratamiento del lenguaje desde la perspectiva de género, atendiendo a lo recomendado en el epígrafe 482.
e) Los diferentes Departamentos afectados por las consideraciones del dictamen de Comisión Jurídica Asesora de Euskadi han procedido a elaborar las respectivas memorias que recogen los motivos que justifican las decisiones adoptadas y han propuesto un texto final. En este sentido, se adjunta a la presente memoria la siguiente documentación aportada por los distintos departamentos afectados:
· Departamento de Interior: Memoria de 10 de febrero de 2011, remitida por su Director de Régimen Jurídico y Servicios. 

· Departamento de Industria, Innovación, Comercio y Turismo: 
· Memoria de 11 de febrero de 2011, remitida por la Directora de Comercio.

· Memoria de 11 de febrero de 2011, remitida por la Directora de Turismo.

· Memoria de 10 de febrero de 2011, remitida por la Directora de Administración y Seguridad Industrial.

· Departamento de Medio Ambiente, Planificación Territorial, Agricultura y Pesca: Memoria de 21 de febrero de 2011, remitida por su Director de Servicios.
· Departamento de Justicia y Administración Pública: Memoria de 10 de febrero de 2011, remitida por el Director de Registros Administrativos y de Régimen Local

· Departamento de Empleo y Asuntos Sociales: Memoria de 11 de febrero de 2011, remitida por el Director de Servicios Sociales.
· Departamento de Vivienda, Obras Públicas y Transportes: Memoria de 23 de febrero de 2011, remitida por su Directora de Servicios.

f) Como consecuencia de todas las modificaciones efectuadas en la parte dispositiva se ha procedido a adaptar la exposición de motivos.
Vitoria-Gasteiz, a 25 de febrero de 2011
José Luis Aramendia Cordón

director de estudios y régimen jurídico
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